
SE DECLARA INVALIDEZ PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA DELITOS FISCALES - 
DOF 20/08/25 

 
Estimadas y estimados, 
 
En el marco del Servicio de Información Jurídica y por indicaciones de la Mtra. Margarita 
Espino, les comparto que la Suprema Corte declaró la invalidez de la prisión 
preventiva oficiosa para diversos delitos fiscales, como defraudación fiscal y 
venta de facturas: 
 

 

   

Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
la Acción de Inconstitucionalidad 130/2019 y su acumulada 136/2019, así como los 
Votos Concurrente y Particular de la señora Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
Concurrente y Aclaratorio del señor Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá y 
Concurrente de la señora Ministra Presidenta Norma Lucía Piña Hernández.  

 
La SCJN declaró la invalidez de las siguientes disposiciones o porciones 
normativas: 
 

1. Por emplear indebidamente la categoría de "delitos que atentan contra la seguridad 
nacional" como elemento para justificar la imposición de una medida cautelar 
de prisión preventiva oficiosa: 

 
✓ 167, párrafo séptimo, del Código Nacional de Procedimientos Penales: 

 
"Artículo 167. Causas de procedencia 
(...) 
Se consideran delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, los previstos en el Código 
Fiscal de la Federación, de la siguiente manera: 
 
I. Contrabando y su equiparable, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 102 y 
105, fracciones I y IV, cuando estén a las sanciones previstas en las fracciones II o III, 
párrafo segundo, del artículo 104, exclusivamente cuando sean calificados; 
II. Defraudación fiscal y su equiparable, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
108 y 109, cuando el monto de lo defraudado supere 3 veces lo dispuesto en la fracción 
III del artículo 108 del Código Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando sean 
calificados, y 
III. La expedición, venta, enajenación, compra o adquisición de comprobantes fiscales 
que amparen operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 113 Bis del Código Fiscal de la Federación, 
exclusivamente cuando las cifras, cantidad o valor de los comprobantes fiscales, superen 
3 veces lo establecido en la fracción III del artículo 108 del Código Fiscal de la Federación. 
(...)". 

 
✓ 5, fracción XIII, de la Ley de Seguridad Nacional: 

 
"Artículo 5.- Para los efectos de la presente Ley, son amenazas a la Seguridad Nacional: 
(...) 
XIII. Actos ilícitos en contra del fisco federal a los que hace referencia el artículo 167 
del Código Nacional de Procedimientos Penales". 
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Para llegar a esta conclusión, este Tribunal Pleno reconoce que la prisión preventiva 
oficiosa encuentra asidero en el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en el que se presenta un catálogo cerrado y de interpretación y 
aplicación estricta en el que se contienen los delitos que ameritan de prisión 
preventiva oficiosa. 
 
Ese catálogo, sin embargo, sólo puede ser ampliado por el Órgano Reformador de 
la Constitución; de manera que el legislador ordinario únicamente puede 
regularlo dentro del perímetro delineado por la Constitución. Esto significa que si el 
Congreso de la Unión o algún Congreso estatal modificara el núcleo básico 
del catálogo, lo varía para ampliarlo o extenderlo, rompería con el orden 
constitucional. 
 
En el caso particular, se sostiene que el Congreso de la Unión no se limitó a 
actuar dentro del perímetro delineado por la Constitución, sino que, por 
el contrario, rebasó las atribuciones para las que el artículo 19 constitucional le 
habilitó. 
 
Lo anterior, porque los delitos de contrabando, defraudación fiscal, sus equiparables, 
así como los delitos relacionados con comprobantes fiscales, no pueden 
considerarse como ilícitos penales cuya gravedad pusiera en riesgo la 
seguridad de la Nación. 

 
2. Artículo 2º, párrafo primero, fracciones VIII, VIII Bis y VIII Ter, de la Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada, pues la adición hecha a la Ley 
Federal contra la Delincuencia Organizada contraviene el principio de ultima 
ratio del Derecho Penal, constituye una restricción injustificada a diversos derechos 
y no encuentra sustento en la propia lógica constitucional de la asignatura. 
 

"Artículo 2.- Cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar, en forma 
permanente o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o 
resultado cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán sancionadas por ese 
solo hecho, como miembros de la delincuencia organizada: 
(...) 
VIII. Contrabando y su equiparable, previstos en los artículos 102 y 105 del Código 
Fiscal de la Federación; 
VIII Bis. Defraudación fiscal, previsto en el artículo 108, y los supuestos de defraudación 
fiscal equiparada, previstos en los artículos 109, fracciones I y IV, ambos del Código 
Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando el monto de lo defraudado supere 3 veces 
lo dispuesto en la fracción III del artículo 108 del Código Fiscal de la Federación; 
VIII Ter. Las conductas previstas en el artículo 113 Bis del Código Fiscal de la 
Federación, exclusivamente cuando las cifras, cantidad o valor de los comprobantes 
fiscales que amparan operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados, 
superen 3 veces lo establecido en la fracción III del artículo 108 del Código Fiscal de la 
Federación; 
(...)". 

 
3. Artículos 187, párrafo segundo, última parte, y 192, párrafo tercero, en las 

porciones normativas que se indican, del Código Nacional de 



Procedimientos Penales, por extensión de efectos, ya que se trata de normas 
dependientes de las que fueron invalidadas en forma directa previamente. 
 

"Artículo 187. Control sobre los acuerdos reparatorios 
Procederán los acuerdos reparatorios únicamente en los casos siguientes: 
(...) 

III. (...). 
No procederán los acuerdos reparatorios en los casos en que el imputado haya 
celebrado anteriormente otros acuerdos por hechos que correspondan a los mismos 
delitos dolosos, tampoco procederán cuando se trate de delitos de violencia familiar o 
sus equivalentes en las Entidades federativas. Tampoco serán procedentes los acuerdos 
reparatorios para las hipótesis previstas en las fracciones I, II y III del párrafo séptimo 
del artículo 167 del presente Código. 
(...)". 
 

"Artículo 192. Procedencia 

(...) 
La suspensión condicional será improcedente para las hipótesis previstas en las 
fracciones I, II y III del párrafo séptimo del artículo 167 del presente Código". 

 
 
Esta decisión, no significa, la desaparición de la prisión preventiva para los delitos 
fiscales ni la liberación inmediata de las personas que actualmente están en 
prisión preventiva oficiosa con fundamento en las normas que han sido 
declaradas inconstitucionales. 
 
Incluso, al haberse declarado la invalidez de la prisión preventiva oficiosa para ciertos delitos 
fiscales, la consecuencia necesaria no es la libertad automática de las personas que se 
encuentren imputadas por estos delitos, pues el Ministerio Público está facultado 
para solicitar, en cualquier momento del proceso penal, la imposición de medidas 
cautelares -entre ellas la prisión preventiva justificada- cuando considere y demuestre ante 
el juez de control, que la prisión preventiva está motivada en la posible sustracción del 
imputado a la justicia penal, o bien, en los posibles riesgos al proceso penal o a las partes. 
 
Toda vez que no se trata de tipos penales, sino de normas propias del procedimiento penal 
(medidas cautelares), la declaratoria de invalidez no tiene efectos retroactivos automáticos, 
por lo que los imputados o su defensa deberán decidir, en caso de estimar que una medida 
de prisión preventiva no fue debidamente justificada, acudir a los medios de 
impugnación ordinarios y extraordinarios que consideren procedentes a fin de solicitar la 
revisión de las medidas cautelares, como lo es, por ejemplo, el procedimiento del 
artículo 161 del Código Nacional de Procedimientos Penales, por el que se solicita la revisión 
de la medida. 
 
A la espera de que esta información le sea de interés y utilidad para llevar a cabo sus 
importantes labores académicas, universitarias y de incidencia social, les envío un cordial 
saludo. 
 


